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La Corporación de Abogados Católicos observa con preocupación un nuevo atropello protagonizado por quienes constituyen la mayoría de votos de los legisladores del Congreso Nacional, y que siguiendo instrucciones emanadas del Poder Ejecutivo Nacional, embate otra vez para imponer el reemplazo del Código Civil por un nuevo cuerpo normativo aún sin el suficiente debate y, sin contemplar la voluntad de los ciudadanos  y especialistas de toda índole que formularon su fundada crítica. 
En virtud de ello, reiteramos que la sanción de una norma de tamaña trascendencia para la vida de la sociedad que involucra profundas reformas en las relaciones familiares, económicas, contractuales y de todo el ámbito del derecho privado en general – algunos de cuyos aspectos la Corporación ya ha tenido ocasión de expresarse en forma desfavorable–, no puede ser fruto del criterio de una mayoría circunstancial sino de un amplio debate que genere el debido consenso para una reforma de esta entidad, que deberá adecuarse a las norma constitucionales y los tratados internacionales vigentes. Al contrario, como se ha visto también en leyes de reciente sanción, impulsar la sanción urgente del proyecto de unificación de Códigos, responde solamente a oportunismos políticos del gobierno, seguramente con el deseo de ocultar problemas más graves que nos aquejan, para avanzar en la pretensión de que uno de los pilares de la convivencia pacífica de los argentinos y que regula su vida social, tenga un nombre propio, sin importar su precio. Los legisladores si actúan en contra del sentir de sus representados, no podrán decir que cumplen el juramento prestado al asumir su cargo, y la Patria podrá seguir el camino que ofrecieron en aquel acto, ser demandados. 
El código civil de Vélez Sarsfield, con sus distintas modificaciones parciales, mantiene aún hoy el núcleo sólido y básico de resguardo del individuo, de su libertad, de la protección de la vida, de la familia, del patrimonio, dando prioridad a la moral y las buenas costumbres, por citar sólo las raíces más elementales que nos legó su autor. Hoy parece ausente el criterio del gran jurista acerca de la necesidad del predominio del interés general y colectivo por sobre el interés individual, para el mayor bien de todos y de cada uno, que tan bien refleja la nota al artículo 2508 del Código Civil, recordado muchas veces por la jurisprudencia y la doctrina. Se ve allí la autoridad que emana del saber y no la de un cargo temporario.  
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